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La Sala se abstendrá de ahondar respecto de las restantes actuaciones judiciales que también fueron objeto de reproche en la demanda, pues frente a la decisión por medio de la cual el juzgado de primera instancia se pronunció frente a ellas, ninguna objeción se formuló y tampoco se evidencia desacertada.

(…)

7. Como lo enseñan las pruebas recogidas, el funcionario accionado decidió imponer a Progel SAS el pago de los perjuicios causados a Forraf Tropical SAS, con sustento en que las pretensiones de la demanda fueron despachadas desfavorablemente; sin embargo, el estatuto procesal civil vigente no establece ese tipo de condena para los procesos de restitución de inmueble arrendado, pues el artículo  384 numeral 7, que rige el trámite de esos asuntos, solo consagra tal posibilidad cuando se producen por la práctica de las medidas de embargo y secuestro, que se decreten a solicitud del demandante, previa presentación de la respectiva caución, circunstancia que aquí no ocurrió.

Y si bien el juez accionado, para establecer la tasación de la indemnización, tuvo en cuenta la estimación realizada por      Forraf Tropical SAS en la contestación de la demanda, esta          no podía servir para ese efecto por la básica razón de que,          de conformidad con las pruebas aportados, esa parte no alegó      la existencia de perjuicios causados por el proceso de restitución   de inmueble arrendado como tal, sino que los condicionó a   aquellos que se llegaran a generar a consecuencia de la terminación del contrato de arrendamiento, circunstancia que tampoco sucedió.

Así entonces es evidente la lesión de las garantías procesales de la accionante, pues la condena en perjuicios se impuso sin fundamento legal alguno.

.
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Acta No. 323 del 29 de agosto de 2018

Expediente No. 66682-31-03-001-2018-00207-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el Juez Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal y por el representante legal de Forraf Tropical SAS frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 16 de julio último, en la acción de tutela que instauró la Productora de Gelatina -Progel SAS- contra aquel despacho judicial, a la que fue vinculada la sociedad recurrente. 
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En el mes de mayo de 2016 Progel SAS promovió demanda de restitución de inmueble arrendado contra la sociedad Forraf Tropical, con sustento en causales diferentes a la mora en el pago del canon de arrendamiento.

1.2 Por auto del 24 de abril de 2018 el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, a la que fue repartida la demanda, programó el 21 de junio siguiente como fecha para llevar a cabo la audiencia de instrucción y juzgamiento.

1.3 A pesar de que dentro del traslado del dictamen la parte actora solicitó la asistencia del perito a esa audiencia, la cual “es mandatoria como lo recordó el Sr. Juez en el auto que citaba para audiencia”, este no compareció.

1.4 Al inicio de esa diligencia un empleado del juzgado accionado procedió a leer el reglamento de la audiencia, entre lo cual se incluyó la pauta relativa a que los asistentes solo podrían hacer uso de la palabra cuando el juez se lo concediera.

1.5 Luego el juez demandado decidió prescindir del testimonio solicitado por la parte accionante, en razón a que “el asunto del que debía deponer ya lo tenía definido”. Además, cuando fue preguntado sobre la comparecencia del perito, dijo que esta no era necesaria pues durante el traslado del dictamen las partes habían guardado silencio, lo cual es falso.

1.6 Sin haberse practicado prueba alguna se entró en la etapa de alegaciones de conclusión. Teniendo en cuenta que las condiciones procesales habían variado, ante la falta de práctica de los medios probatorios, la parte actora solicitó se le concedieran cinco minutos para preparar sus alegatos, a lo cual no se accedió “situación bastante exótica que demostró el ambiente intimidante de dicha audiencia, y el talante despótico e inhumano del Juez”.     
1.7 El trámite siguió su curso y se dictó sentencia en la cual se negaron las pretensiones, se impuso multa y se condenó en costas y perjuicios, estos últimos por valor de $50.000.000, “sin que hubiera incidente alguno ni controversia acerca de ellos”.

1.8 En momento alguno se concedió la palabra para que las partes manifestaran si interpondrían recursos contra esa decisión. Una vez se culminó la diligencia se preguntó al funcionario judicial si esa era la oportunidad para formular medios de impugnación a lo cual respondió “no, la audiencia ya está cerrada”. Esta última parte no quedó registrada en el video de la audiencia, el cual se corta en el momento en que se termina de leer el fallo.
1.9 Considera que el funcionario accionado lesionó las garantías procesales de la entidad de su poderdante al negarle la oportunidad de interponer el recurso de apelación, a pesar de que se trata de un proceso de doble instancia ya que la causal alegada para la restitución de bien no es la de la mora en el pago del canon de arrendameinto. Además, porque decidió la cuestión sin escuchar en audiencia al perito, tal como se solicitó, ni al testimonio que fue decretado y porque impuso una condena por perjuicios sin prueba alguna y sin que mediara incidente.
2. Considera lesionados el derecho al debido proceso, a la defensa y al acceso a la administración de justicia. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado permitir la interposición de recursos frente a la sentencia proferida el 21 de junio pasado.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 3 de julio pasado, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal admitió la demanda y ordenó la vinculación de Forraf Tropical SAS.
2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El titular del juzgado accionado manifestó que: a) la audiencia se surtió en los términos de ley; b) no es cierto que el proceso se tratara de restitución de vivienda, pues por la calidad de las partes involucradas y la actividad que realizan se desprende que entre ellas se suscribió un contrato comercial; c) debido a la negación de todas las pretensiones y el levantamiento de la medida cautelar decretada, procedía la indemnización por las pérdidas en la producción de la sociedad demandada, decisión que dejó de ser debatida y d) el artículo 322 del Código General del Proceso dispone que el recurso de apelación debe ser formulado en forma verbal luego de pronunciada la decisión; por tanto, el traslado para formular dicho medio de impugnación no está contemplado en la ley. En este caso, en ningún momento se presentó tal recurso y pretender subsanar esa omisión por medio de la acción de tutela resulta un proceder temerario.
2.2 El representante legal de la sociedad Forraf Tropical SAS solicitó negar el amparo reclamado porque el recurso de apelación formulado por la accionante  contra la sentencia dictada por el juez demandado se interpuso luego de terminada la diligencia correspondiente y por tanto es extemporáneo.

3. Mediante sentencia del pasado 16 de julio, la funcionaria de primera instancia resolvió acceder parcialmente a la protección solicitada; dejó sin efecto el ordinal cuarto del fallo proferido por el juzgado accionado el 21 de junio anterior y negó las demás pretensiones de la demanda.
Para decidir así, consideró que: a) la determinación de abstenerse de recibir el testimonio del señor Luis Fernando Botero por falta de  pertinencia e idoneidad, no es caprichosa ni antojadiza porque si el objeto de esa prueba era declarar sobre la entrega del aviso del desahucio, este último no hace parte de las causales alegadas para la restitución del bien, que no son otras que el incumplimiento contractual; b) el amparo es improcedente por subsidiariedad respecto a la inasistencia del perito a la audiencia, pues para ese efecto la parte actora ha debido solicitar la nulidad contemplada en el numeral 5 del artículo 133 del Código General del Proceso o incluso la prevista en la sentencia C-491 de 1995; c) la suspensión del término para preparar los alegatos de conclusión es una facultad discrecional del juez ordinario, de conformidad con el artículo 372 de ese estatuto procesal; d) frente a la falta de oportunidad para interponer el recurso de apelación, dijo que al tratarse de un proceso de mínima cuantía, teniendo en cuenta el monto del canon de arrendamiento por el término inicialmente pactado, frente a la sentencia objeto del amparo no cabe recurso alguno y e) en relación con la condena por perjuicios, expresó que el juez accionado incurrió en los defectos procedimental absoluto, fáctico y sustantivo, pues esa clase de sanción solo procede de oficio, cuando la norma especial expresamente así lo disponga, sin que las que regulan el proceso de restitución de inmueble arrendado establezcan condena de esa naturaleza. Además, para imponerla, es necesario que el monto del perjuicio se encuentre plenamente demostrado, lo que no ocurrió en este caso, en el que tampoco fue objeto de debate, ni siquiera se decretaron medidas cautelares ni hubo restitución provisional del inmueble. Y desaprobó el argumento del juez accionado relativo a que la estimación de perjuicios realizada por la sociedad demandada no fue objetada, pues el juramento que establece el artículo 206 ibídem solo opera en los casos que se soliciten mejoras, indemnizaciones o frutos y en el presente el demandado dejó de proponer demanda de reconvención para pedirlo, solo elevó una solicitud especial para que se tuviera en cuenta “el valor de su negocio para efectos de las indemnización respectiva en caso de que se ordene restituir, cosa que no ocurrió… faltando el juez al principio de congruencia… fallando ultra petita”. De igual manera, adujo, ese juramento solo prueba el monto de los perjuicios más no el daño como tal. Agregó que en relación con esta última circunstancia sí se cumplen los requisitos de inmediatez y subsidiariedad, pues el citado fallo se dictó el 21 de junio último y no es recurrible.  
4. Contra esa decisión el funcionario accionado y el representante legal de Forraf Tropical SAS formularon recursos de impugnación.

4.1 El primero alegó que la condena en perjuicios se impuso de conformidad con la ponderación realizada por el demandado, la cual no fue objetada durante el traslado de las excepciones. Además, de acuerdo con los artículo 280, 283, 284 y 597 del Código General del Proceso, en el fallo se debe condenar en costas y perjuicios y cuando por absolución del demandado se levanten las medidas de embargo o secuestro, procede de oficio o a petición de parte a tasar la indemnización correspondiente, la que debe estar sustentada en los principios de reparación integral y equidad.
4.2 El segundo señaló que la funcionaria de primera instancia        se extralimitó al decidir sobre la condena en perjuicios impuesta,     a pesar de que la pretensión de la demanda constitucional             se dirige únicamente a que se concediera la oportunidad de      apelar la sentencia que definió el proceso de restitución de bien inmueble.
5. El apoderado de la parte actora se pronunció para solicitar no se accediera a la impugnación formulada ya que en el citado proceso ninguna medida cautelar se decretó y los perjuicios no fueron objeto de debate, ni mucho menos se acreditaron.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. De conformidad con los argumentos planteados por los recurrentes, corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela frente a la decisión de condenar en perjuicios a la sociedad Progel y en favor de Forraf Tropical SAS, dentro del proceso de restitución de bien inmueble tramitado por aquella. De serlo, se analizará en esa decisión se incurrió en defecto que justifique conceder el amparo reclamado.
La Sala se abstendrá de ahondar respecto de las restantes actuaciones judiciales que también fueron objeto de reproche en la demanda, pues frente a la decisión por medio de la cual el juzgado de primera instancia se pronunció frente a ellas, ninguna objeción se formuló y tampoco se evidencia desacertada.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes
.:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes
: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales,     cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando      la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de    terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de       dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre    determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la       regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un  supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 

4. Las pruebas documentales allegadas al expediente, para lo que al caso interesa, acreditan los siguientes hechos: 
4.1 Por medio de apoderado, la sociedad Progel SAS formuló demanda contra Forraf Tropical SAS con el objeto de obtener se declarara terminado el contrato de arrendamiento suscrito entre ambas por expiración de su vigencia y por estar destinado el inmueble a fines ilícitos o contrarios a las buenas costumbres o que representan peligro para el bien o la salubridad de sus habitantes. En 
consecuencia, se ordenara su restitución
.
4.2 Por auto del 21 de junio de 2016 se admitió y se ordenó la notificación personal de la demandada
.
4.3 Esta respondió la demanda, propuso excepciones y, como “petición especial”, solicitó que en caso de “ordenarse la restitución de inmueble” se consideren las indemnizaciones y perjuicios que se causaren, ya que el montaje de la empresa que funciona en el predio arrendado fue de a $160.000.000, tiene un aproximado de 1.000 toneladas de materia prima que al venderlas a $300 el kilo daría un resultado de $300.000.000, todo lo cual sumado asciende a un valor de $468.000.000, sin incluir el good will y demás proyecciones en venta e inversiones
.
4.4 Mediante proveído del 12 de septiembre de 2016 se dispuso correr “traslado a la entidad demandante de las excepciones de mérito formuladas por Forraf… por cinco días para que pida pruebas sobre los hechos que en ellas se fundan”
. Oportunamente se pronunció
. 

4.5 El 11 de enero de 2017 la sociedad demandada allegó, además de la consignación del canon de arrendamiento correspondiente, copia del oficio por medio del cual se le informó a Progel SAS sobre el daño en el transformador de energía principal, hecho que generó la falta de prestación del servicio de energía en el predio arrendado
. Con posterioridad se anexó la respuesta dada por la demandante, en la que se indica la imposibilidad económica de instalar un nuevo transformador
. 
4.6 El proceso se definió mediante sentencia proferida el 21 de 
junio último, en la que, entre otras disposiciones, en el ordinal cuarto, se condenó a la sociedad Progel al pago de perjuicios causados por la suma de $50.000.000, en favor de Forraf Tropical SAS. 
Para así decidir, consideró que como en este caso no prosperaron las pretensiones de la demanda, procede la condena en perjuicios, los cuales encontró probados porque en la contestación de la demanda se indicó claramente que la empresa tiene una materia prima aproximada de 1.000 toneladas y que si cada kilo se vende a $300, su valor total es de $300.000.000. Toda vez que lo anterior no es prueba eficaz para demostrar la efectiva enajenación o comercialización de ese elemento, se estimó el valor de los perjuicios en $50.000.000. Lo anterior al margen de que en proceso separado se pueda solicitar la indemnización generada por el incumplimiento contractual de la parte demandante al no garantizar la continuidad de la prestación del servicio de energía en el inmueble. En aquella tasación no se incluyó el gasto denunciado por la instalación de la empresa, que según la parte accionada corresponde a $168.000.000, “situación que no tiene aquí esencia porque no resulta afectada”
. 

5. En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela que atrás se mencionaron, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; la decisión reprochada no es susceptible de recurso alguno al haberse proferido en un proceso de única instancia; el amparo se solicitó de manera oportuna; las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; se identificaron los hechos generadores de la vulneración y no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
6. En relación con los requisitos específicos y de acuerdo con los hechos planteados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, considera la parte actora que el juzgado accionado lesionó sus garantías procesales al imponer condena en perjuicios sin prueba alguna sobre el particular y sin que se tramitara el respectivo incidente para determinarlos.
La Corte Constitucional, en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental…”
 

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

7. Como lo enseñan las pruebas recogidas, el funcionario accionado decidió imponer a Progel SAS el pago de los perjuicios causados a Forraf Tropical SAS, con sustento en que las pretensiones de la demanda fueron despachadas desfavorablemente; sin embargo, el estatuto procesal civil vigente no establece ese tipo de condena para los procesos de restitución de inmueble arrendado, pues el artículo  384 numeral 7, que rige el trámite de esos asuntos, solo consagra tal posibilidad cuando se producen por la práctica de las medidas de embargo y secuestro, que se decreten a solicitud del demandante, previa presentación de la respectiva caución, circunstancia que aquí no ocurrió.

Y si bien el juez accionado, para establecer la tasación de la indemnización, tuvo en cuenta la estimación realizada por      Forraf Tropical SAS en la contestación de la demanda, esta          no podía servir para ese efecto por la básica razón de que,          de conformidad con las pruebas aportados, esa parte no alegó      la existencia de perjuicios causados por el proceso de restitución   de inmueble arrendado como tal, sino que los condicionó a   aquellos que se llegaran a generar a consecuencia de la terminación del contrato de arrendamiento, circunstancia que tampoco sucedió.

Así entonces es evidente la lesión de las garantías procesales de la accionante, pues la condena en perjuicios se impuso sin fundamento legal alguno.

8. Frente a los argumentos de los recurrentes, se precisa que las normas señaladas por el funcionario accionado no lo facultan expresamente para imponer condena por perjuicios cuando se despachan desfavorablemente las súplicas de una demanda; solo en casos en los cuales se causen en razón a las medidas cautelares decretadas.

Y respecto de la supuesta extralimitación de atribuciones,    alegada por la sociedad vinculada, ha dicho la Corte Constitucional: “Con fundamento en todo lo anterior, se concluye que el     juez de tutela está investido de la facultad oficiosa de     proferir fallos extra y ultra petita, cuando de los hechos de      la demanda se evidencia la vulneración de un derecho fundamental, incluso cuando no ha sido solicitado por el tutelante…”

De manera pues que aunque la pretensión se dirigió únicamente a que se brinde la posibilidad de recurrir la sentencia objeto del amparo, los hechos de la demanda dieron cuenta de la lesión al derecho a un debido proceso por la condena impuesta.

Además, como lo concluyó la funcionaria de primera instancia, aunque no se otorgó a las partes la oportunidad de recurrir la providencia que definió el litigio, el asunto carece de trascendencia porque se está frente a un proceso de mínima cuantía y por ende, de única instancia.

De esa manera las cosas, puede decirse que respecto a la decisión de imponer la condena de que se trata, se justificó conceder la tutela solicitada porque en esa determinación encontró el actor lesionados su derecho al debido proceso y porque en realidad, como se ha explicado, se produjo su lesión al resolverse la cuestión con norma que no tenía aplicación en el caso concreto.
9. En consecuencia, se confirmará el fallo impugnado. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 16 de julio último, dentro de la acción de tutela promovida por Progel SAS contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de esa localidad, a la que fue vinculada Forraf Tropical SAS.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Con aclaración de voto)




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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